ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 18 001
ACCIONANTE: YAMID CARDONA HERRERA
ACCIONADAS: UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL U.G.P.P 
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / RECLAMO DE PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES POR HIJOS MAYOR DE 18 AÑOS / FINALIDAD DE DICHA PRESTACIÓN / REQUIERE PRESENTAR DOCUMENTOS AUTÉNTICOS PARA CERTIFICAR LA CALIDAD DE ESTUDIANTE / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA SUPERADOS LOS 25 AÑOS DE EDAD.
En relación a la pensión de sobrevivientes en favor de los hijos mayores de edad, la Corte Constitucional indicó que la misma:
“Tiene como finalidad proteger la educación como forma de dar cumplimiento a un fin esencial del Estado (asegurar la vigencia de un orden justo), y de asegurar la dimensión positiva del principio de igualdad para proteger a quienes se hallan en una situación de vulnerabilidad y a causa de sus estudios requieren durante algún tiempo un tratamiento diferencial”, esta Corporación, en la citada Sentencia C-451 de 2005, sostuvo que la protección prolongada del derecho pensional en favor del hijo del causante mayor de edad hasta los 25 años, obedece a la necesidad del Estado de garantizar su desarrollo profesional y lograr una mejor preparación para entrar al mercado laboral…

Por su parte, la Ley 1574 de 2012 “Por la cual se regula la condición de estudiante para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes”, en su artículo 2º señala que para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en favor del hijo mayor de edad, este debe acreditar su calidad de estudiante, bien sea a través de “certificación expedida por el establecimiento de educación formal de preescolar, básica, media o superior, autorizado por el Ministerio de Educación Nacional para el caso de las instituciones de educación superior y por las Secretarías de Educación de las entidades territoriales certificadas para el caso de los establecimientos de educación preescolar, básica y media, donde se cursen los respectivos estudios, en la cual conste que el estudiante cumplió con la dedicación a las actividades académicas curriculares con una intensidad académica no inferior a veinte (20) horas semanales”. (…)
Frente a la autenticidad de los documentos, se tiene que el Decreto 019 de 2012  “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública” en su artículo 25 dispone la eliminación de autenticaciones y reconocimientos, de la siguiente manera:
“Todos los actos de funcionario público competente se presumen auténticos. Por lo tanto no se requiere la autenticación en sede administrativa o notarial de los mismos…
Ninguna autoridad administrativa podrá exigir la presentación, suministro o entrega de documentos originales autenticados o copias o fotocopias autenticados, sin perjuicio de los controles o verificaciones que dichas entidades deban realizar, salvo para el reconocimiento o pago de pensiones (…)”   (Subrayas propias). (…)
De todos modos, en este asunto en concreto como el señor Yamid Cardona Herrera cumplió el 24 de noviembre de 2018 los 25 años de edad, esta Colegiatura no podría emitir orden diferente a la proferida en primera instancia, habida cuenta que para esa fecha caducó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que en su momento había sido otorgada, por lo que la amenaza de los derechos fundamentales del actor desapareció, perdiendo la acción de tutela su razón de ser  como mecanismo de protección judicial y cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciocho (18) de enero de dos mil diecinueve (2019)
Proyecto aprobado por Acta No.008
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el ciudadano Yamid Cardona Herrera frente al fallo emitido el 14 de noviembre de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal UGPP por considerar vulnerados los derechos fundamentales al mínimo vital,  la vida digna,  la educación,  la salud y  la igualdad.
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Yamid Cardona Herrera que el 17 de agosto de 2018 envió para la activación pensional del semestre 2018-2 un certificado de estudio y de matrícula con su debida intensidad horaria para el pago de las mesadas correspondientes de la pensión de sobrevivientes.
El 24 de octubre siguiente, el actor consultó ante la UGPP si tenía la activación pensional obteniendo como respuesta que al ser el certificado una copia simple, debía presentar el original, pese a que el que expide la universidad no requiere de sello seco de acuerdo con el artículo 11 del Decreto 2150 de 1995, situación que le ha ocurrido en tres ocasiones, por lo que le ha tocado instaurar acciones de tutela.  Igualmente, adujo que dicha respuesta no fue debidamente notificada por la UGPP.
Indicó el actor que el 24 de noviembre del 2018 caduca su derecho a recibir la pensión de sobrevivientes por cumplir 25 años, por lo tanto, reclama las mesadas que le adeudan con el fin de continuar su carrera universitaria, toda vez que subiste de tal prestación.
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, la vida digna,  la educación,  la salud y  la igualdad y en consecuencia, se ordene a la accionada el pago inmediato de las mesadas que se encuentran pendientes desde julio de 2018 a la fecha (Fls. 2-4).
2.2. El accionante allegó copia de dos certificados expedidos por la Universidad Tecnológica de Pereira y de su cédula de ciudadanía (Fls. 5-7).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP
Indicó que el 21 de agosto de 2018 el accionante solicitó el pago de la escolaridad del segundo semestre de 2018, por lo que esa entidad expidió el oficio 201814007756951 del 29 de agosto de 2018 en la que informó que el certificado aportado para le efecto no era original, por lo que debía allegarlo de esa manera.  Dicha respuesta fue entregada al señor Cardona Herrera el 19 de septiembre de 2018, a través de la guía de mensajería RA004582045CO de la empresa 472.
Adujo que el documento solicitado al actor no ha sido aportado por el mismo, lo que se hace necesario para que esa entidad pueda pronunciarse frente a lo solicitado por el peticionario. 
Consideró que la acción de tutela  no es procedente para reclamar el reconocimiento y pago de prestaciones de índole laboral.
Explicó que para permanecer en la nómina de pensionados es necesario que el actor continúe aportando el original de las certificaciones de escolaridad durante los períodos que vaya a estudiar y máximo hasta los 25 años con los que se demuestre que está incapacitado laboralmente en razón a sus estudios, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. 
Solicitó: i) que se declare improcedente la presente acción de tutela, toda vez que con ella se pretende evadir de manera injustificada, los procedimientos que el ordenamiento jurídico contempla para dirimir las controversias resultantes de los actos proferidos por la administración y ii) que se conmine al señor Cardona Herrera para que presente la documentación requerida con el fin de estudiar la solicitud del pago de escolaridad (Fls.11-16).

Allegó copia de la respuesta dirigida al accionante y de la guía de mensajería de la empresa de correo 472 (Fls. 17-19)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 14 de noviembre de 2018, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por el señor Yamid Cardona Herrera por considerar que este no adjuntó el certificado original con el lleno de los requisitos exigidos para reclamar la prestación, por lo cual no se advertía ninguna violación de sus derechos fundamentales por parte de la UGPP.

El actor fue notificado del fallo anterior el 16 de noviembre de 2018 (Fl. 31).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN
El 16 de noviembre de 2018 el accionante allegó un escrito mediante el cual impugnó la sentencia de primer grado al considerar que sus derechos fueron vulnerados por la UGPP al no poder continuar con sus estudios, lo cual ha ocurrido en tres ocasiones, al insistir que debe allegar los certificados originales de escolaridad a sabiendas que la ley anti trámite no dispone ese requisito y aun cuando el primer semestre de 2018 fue cancelado oportunamente con el documento explicando lo pertinente dicha ley.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el juzgado de primer nivel fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por el impugnante.
6.2.2. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.2.3.     En relación a la pensión de sobrevivientes en favor de los hijos mayores de edad, la Corte Constitucional
 indicó que la misma: 
“Tiene como finalidad proteger la educación como forma de dar cumplimiento a un fin esencial del Estado (asegurar la vigencia de un orden justo), y de asegurar la dimensión positiva del principio de igualdad para proteger a quienes se hallan en una situación de vulnerabilidad y a causa de sus estudios requieren durante algún tiempo un tratamiento diferencial”
, esta Corporación, en la citada Sentencia C-451 de 2005, sostuvo que la protección prolongada del derecho pensional en favor del hijo del causante mayor de edad hasta los 25 años, obedece a la necesidad del Estado de garantizar su desarrollo profesional y lograr una mejor preparación para entrar al mercado laboral. En ese orden, dicho beneficio pensional “se trata de una medida que contribuye a realizar el derecho a la educación y de forma indirecta otros derechos que con la sustitución se protegen, la que de no haberse adoptado haría más difícil su situación futura”.

(…)   5.6. Con fundamento en lo dispuesto por este Tribunal en la sentencia antes referida, las diferentes Salas de Revisión de tutelas han reiterado que la condición de vulnerabilidad del hijo mayor de edad, titular del derecho a la pensión de sobreviviente, se justifica en el hecho de la dependencia económica derivado de la incapacidad que este tiene para trabajar en razón de sus estudios. Al respecto, se ha sostenido esta Corporación que “[e]l estudio constituye para el hijo del causante mayor de edad y menor de 25 años, una exigencia sine qua non para recibir la prestación pensional, pues es la razón que impide su utosostenimiento, por lo que debe demostrarse la condición de estudiante para el reconocimiento y el pago de la pensión de sobreviviente”
. (Subrayas del texto original)
Significa el precedente antes relacionado que el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en beneficio del hijo del causante mayor de edad y menor de 25 años, se encuentra condicionado a que este se encuentre en incapacidad de trabajar por encontrarse realizando sus estudios.

6.2.4. Por su parte, la Ley 1574 de 2012 “Por la cual se regula la condición de estudiante para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes”,  en su artículo 2º señala que para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en favor del hijo mayor de edad, este debe acreditar su calidad de estudiante, bien sea a través de “certificación expedida por el establecimiento de educación formal de preescolar, básica, media o superior, autorizado por el Ministerio de Educación Nacional para el caso de las instituciones de educación superior y por las Secretarías de Educación de las entidades territoriales certificadas para el caso de los establecimientos de educación preescolar, básica y media, donde se cursen los respectivos estudios, en la cual conste que el estudiante cumplió con la dedicación a las actividades académicas curriculares con una intensidad académica no inferior a veinte (20) horas semanales”.
6.2.5. En ese asunto en concreto, observa la Sala que la reclamación del señor Yamid Cardona Herrera  está dirigida a que la UGPP reactive el pago de la pensión de sobrevivientes, el que al parecer se encuentra suspendido desde julio de 2018, pese a que el actor había enviado a esa entidad el certificado de estudios expedido por la Universidad Tecnológica de Pereira en donde se encuentra matriculado en el  programa de tecnología eléctrica, en  el cual se indica la intensidad horaria de la carrera (Fl. 5 frente y vuelto). Dicha certificación no fue tenida en cuenta por la UGPP porque no se aportó en original, pero el actor insistió en que al tener ese documento consignado que: “no requiere sello seco de acuerdo con el artículo 11 del decreto 2150 de 1995 ley antitrámites, para verificación comunicarse al e-mail concha@utp.edu.co”,  la UGPP debe aceptarlo en esas condiciones, pues de lo contrario  se vulneran sus derechos fundamentales a la educación, mínimo vital y vida digna, máxime que el 24 de noviembre de 2018 expiraba la pensión de sobrevivientes.
6.2.6.  Sea lo primero aclarar que frente a lo manifestado por el  accionante, en cuanto a que la  UGPP nunca le notificó la decisión por medio de la cual informó que para tramitar su solicitud pensional debía aportar el certificado de estudios original, esta Sala advierte que mediante el oficio 201814007756951 del 29 de agosto de 2018 la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la UGPP contestó su inquietud en el entendido de que esa entidad había evidenciado que los documentos anexos para el trámite prestacional se encontraban incompletos y por lo tanto, lo requirió para que aportara el certificado de escolaridad  original por cuanto la naturaleza del aportado era una copia simple (Fls. 17 y 18).  Así mismo, se observa que la respuesta aludida fue entregada en la dirección “CARRERA 14 BIS 28 70 SAN NICOLÁS” donde fue recibida por “Erika Tamayo”, según se desprende de la guía  RA004582045CO de la empresa de mensajería 472 (Fl. 19), dirección que es la misma que el actor aportó en el escrito introductorio de la demanda de tutela (Fl. 4).

6.2.7.  Precisado lo anterior, considera la Sala que como el estudio constituye para el hijo del causante mayor de edad y menor de 25 años una exigencia sine qua non para recibir la pensión de sobrevivientes, el certificado de escolaridad exigido por la UGPP al actor, debió haber sido aportado con el fin de mantener los efectos jurídicos del acto administrativo que reconoció el derecho pensional, antes de que cumpliera los 25 años de edad, esto es el 24 de noviembre de 2018
, diligencia que el accionante no realizó.
6.2.8. Frente a la autenticidad de los documentos, se tiene que el Decreto 019 de 2012  “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”  en su artículo 25 dispone la eliminación de autenticaciones y reconocimientos, de la siguiente manera: 
“Todos los actos de funcionario público competente se presumen auténticos. Por lo tanto no se requiere la autenticación en sede administrativa o notarial de los mismos. Los documentos producidos por las autoridades públicas o los particulares que cumplan funciones administrativas en sus distintas actuaciones, siempre que reposen en sus archivos, tampoco requieren autenticación o reconocimiento.

Ninguna autoridad administrativa podrá exigir la presentación, suministro o entrega de documentos originales autenticados o copias o fotocopias autenticados, sin perjuicio de los controles o verificaciones que dichas entidades deban realizar, salvo para el reconocimiento o pago de pensiones (…)”   (Subrayas propias)
6.2.9.  Conforme a la norma transcrita, se concluye que la UGPP actuó ceñida a los lineamientos que se encuentran vigentes para tramitar las solicitudes de los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes cuando estos se encuentran estudiando y verifiquen con los requisitos para acceder a tal beneficio, lo que no fue cumplido en este asunto en específico por el actor y por lo tanto, no se puede inferir la afectación a sus garantías constitucionales. De tal manera, que no observa una actuación u omisión por parte de la entidad accionada y como  consecuencia de ello, no hay lugar a garantizar los derechos fundamentales invocados por el señor Yamid Cardona Herrera. Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. 

Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.

(...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. (Subrayas propias)
6.2.10.  Así las cosas, el accionante no puede ahora por vía de tutela alegar en su favor su propia culpa, ya que era el quien tenía la carga de la prueba de acreditar ante la UGPP la condición de estudiante allegando los documentos pertinentes para que la entidad active el pago de las mesadas de la pensión de sobrevivientes. En tal virtud, en ese asunto específico se da el principio “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans”  según el cual nadie puede obtener provecho de su propia culpa y desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que sustentan la solicitud del amparo constitucional.  Al respeto, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente: 

“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
 

“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
Por lo discurrido, esta Colegiatura considera que lo exigido por la UGPP al actor no fue caprichoso ni arbitrario, sino un requisito necesario para diligenciar su solicitud prestacional, sin que tenga justificación alguna para substraerse de tal obligación.  Como consecuencia de lo anterior, se confirmará el fallo estudiado. 

6.2.11.  De todos modos, en este asunto en concreto como el señor Yamid Cardona Herrera cumplió el 24 de noviembre de 2018 los 25 años de edad, esta Colegiatura no podría emitir orden diferente a la proferida en primera instancia, habida cuenta que para esa fecha caducó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que en su momento había sido otorgada, por lo que la amenaza de los derechos fundamentales del actor desapareció, perdiendo la acción de tutela su razón de ser  como mecanismo de protección judicial y cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando señaló lo siguiente:
“[…] al interpretar el contenido y alcance del artículo 86 de la Constitución Política, en forma reiterada ha señalado que el objetivo de la acción de tutela se circunscribe a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.
 
Así las cosas, se tiene que el propósito de la tutela, como lo establece el mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manera expedita, administre justicia en el caso concreto, profiriendo las órdenes que considere pertinentes a la autoridad pública o al particular que con sus acciones han amenazado o vulnerado derechos fundamentales y procurar así la defensa actual y cierta de los mismos.
 
No obstante, cuando la situación de hecho que causa la supuesta amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito de protección judicial, por cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso concreto resultaría a todas luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo constitucionalmente previsto para esta acción”.  (Subrayas nuestras)
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No3. De Asuntos Penales para Adolescentes  del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo emitido el 14 de noviembre de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta capital, dentro de la acción instaurada por el señor Yamid Cardona Herrera en contra de la UGPP.

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
� Sentencia T-346 de 2016


� Sentencia T-780 de 1999.


� Sentencia T-857-02; en igual sentido se han referido las Sentencias: T-341 de 2011, T-370 de 2012


� Fecha de nacimiento el 24 de noviembre de 1993, según copia de la cédula de ciudadanía, obrante a folio 7
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